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L

a gestión en la administración pública está sometida a unos principios constitucionales, entre ellos los señalados en el artículo 209 de la Carta Política.

Algunos de los principios señalados por el citado artículo son la eficacia, la economía y la igualdad. Uno de los objetivos del control fiscal es el de evaluar el nivel de cumplimiento de estos principios. Así quedó contemplado en el artículo 267 de la Carta Magna y en el artículo 12 de la ley 42 de 1993, en el cual se lee: 

“El control de gestión es el examen de la eficiencia y eficacia de las entidades en la administración de los recursos públicos, determinada mediante la evaluación de sus procesos administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad pública y desempeño y la identificación de la distribución del excedente que éstas producen, así como de los beneficiarios de su actividad.”
La exigencia de evaluar estos asuntos por parte de la Contraloría General de la República está alineada con el planteamiento que, a nivel internacional, existe sobre la materia. Por ejemplo, en su Declaración de Lima, la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores - INTOSAI afirma:
“Art. 4 Control formal y control de las realizaciones

1. La tarea tradicional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores es el control de la legalidad y regularidad de las operaciones.

2. A este tipo de control, que sigue manteniendo su importancia y transcendencia, se una un control orientado hacia la rentabilidad, utilidad, economicidad y eficiencia de las operaciones estatales, que no sólo abarca a cada operación sino a la actividad total de la administración, incluyendo su organización y los sistemas administrativos. (…)”
¿Qué se debe entender por eficiencia, economía, eficacia? ¿Cómo se deben evaluar dichos criterios? ¿Es factible tener métricas idénticas para todas las instituciones? 
Antes de realizar un trabajo de aseguramiento, el auditado, el auditor, y los usuarios deben estar de acuerdo con los criterios y con la métrica, sobre todo cuando éstos no están definidos o han sido objeto de múltiples interpretaciones.

A falta de tal acuerdo podrían presentarse disensos, como, por ejemplo, si los resultados de ciertos indicadores, que para unos actores serían demostración de eficiencia y para otros no. En este contexto llama la atención que la Contraloría General de la República, en el informe de gestión que presentó este año al Congreso de la República, afirme que por cada $1 que el Estado ha invertido en ese ente de control, éste ha recuperado $7,46.

¿Qué pasaría en el evento en que la Contraloría “recuperara” un monto inferior o no “recuperara” un solo peso? ¿Se podría afirmar que su gestión no fue eficiente, eficaz o económica?
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